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Señorío y repoblación a fines del siglo XVIII. 
Dificultades tras la fundación del Lugar Nuevo de San Rafael (1773)1




En la comunicación se analiza la trayectoria seguida por el primer lugar fundado en el reino de Valencia 
al amparo de la Real provisión de 16 de mayo de 1772, la cual pretendía fomentar la recolonización del 
territorio, premiando con el reconocimiento de una jurisdicción señorial a quien fundase en sus tierras 
un lugar con quince casas. El aspecto que centra la atención del trabajo es el de las rentas pactadas 
entre propietario y colonos en la carta puebla de 1773 y su posterior modificación, por concordia, en 
1782, pasándose de unas rentas en especie proporcionales al monto total de la cosecha a un pago fijo en 
dinero.
Palabras clave
Colonización; señorío; rentas agrarias; promoción social; Lugar Nuevo de San Rafael (Cocentaina, 
Alicante); siglo XVIII.
Lordship and repopulation made in the late 18th Century. 
Difficulties after the founding of Lugar Nuevo de San Rafael (Alicante, Spain) on 1773
Abstract
This communication analyzes the course followed by the first town founded in the kingdom of Valencia 
under the Real provision on 16th May 1772. This order tried to promote the recolonization of the territory 
awarding with the recognition of a noble jurisdiction to those who established fifteen houses in their 
lands. This essay focuses in the agreements made in the Town Charter of 1773 about rents between 
owner and settlers, and the later amendments about them, on 1782, when a change was made to a fixed 
payment in money instead of paying with a proportional part of the crop.
Keywords
Colonization; lordship; farm incomes; social promotion; Lugar Nuevo de San Rafael (Cocentaina, 
Alicante, Spain); eighteenth century.
Por Real provisión de 16 de mayo de 17722 se reinstauró en Valencia un viejo precepto foral con 
la explícita intención de favorecer la recolonización interior, recompensando con la concesión 
de la jurisdicción alfonsina a todo aquel que fundase un lugar con quince casas en tierras de su 
propiedad, una vez olvidado ya cuál fue el objetivo original que buscó Alfonso II de Valencia (IV 
de Aragón) con su promulgación: “reduir a unitat de ley, ço és de fur de Valèntia”, incentivando 
1 El presente trabajo ha sido elaborado en el marco del proyecto de investigación Espacios jurisdiccionales en la 
Valencia Moderna: confluencias y conflictos (HAR2011-27062) financiado por el Ministerio de Ciencia e Inno-
vación.
2 Publicada en Valencia el 3 de junio, en Alcoy el 5 de julio, se comunica a los capitulares de Cocentaina, reunidos 
en ayuntamiento, el 16 del mismo mes, quienes “acuerdan su cumplimiento y publicación (…) y coloquen en los 
libros de órdenes que corresponde” (Archivo Municipal de Cocentaina (AMC): Actes capitulars, 1772-1776, sig. 
R. 32, año 1772, fº 31 vº. El ejemplar impreso se cose en AMC: Cartas y órdenes, 1772-1773. Órdenes recibidas, 
1772, sig. R 609, ffº 127 rº-128 vº. Asimismo, la Real provisión se copia en la exposición de las cartas pueblas de 
San Rafael y La Sarga comentadas en este trabajo.
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que lo jurasen quienes se amparaban en el derecho aragonés contra el autoritarismo monárquico 
y, con ello, lograr la vertebración política del reino3.
En su origen, la novedad consistía en que los señores verían reconocido el ejercicio de 
una jurisdicción criminal de forma automática, sin privilegio expreso del monarca, de reunir 
en sus señoríos un determinado número de “casats”, al tiempo que también se les reconocía 
–de forma implícita– la posesión anterior de la plena jurisdicción civil con el mixto imperio y 
cárcel. Una jurisdicción criminal baja, circunscrita al conocimiento de los delitos menores, cuya 
delimitación precisa siempre planteó problemas con la de los titulares de la alta jurisdicción 
criminal –el rey y los barones– y cuya significación política quedó progresivamente desdibujada 
hasta acabar siendo considerada, exclusivamente, como un aliciente para la recolonización del 
territorio.
Es una jurisdicción “menor” respecto a la suprema o baronal, una definición en términos 
relativos que jugó en su contra. A fines del siglo XVIII, y de forma breve e incorrecta, la 
jurisdicción alfonsina se define en los siguientes términos, por citar los utilizados en la 
documentación relativa a San Rafael:
“La jurisdición alfonsina se contrae en lo civil a los pleitos entre los nuevos pobladores, o quando 
éstos son demandados, y en lo criminal a los mismos pobladores que delinquen dentro del territorio 
de la alfonsina, pues si es fuera de él o en el caso de que allí cometa crimen algún forastero, queda 
sugeto al conocimiento del juez del mero imperio.
Tampoco puede conocer el dueño de la alfonsina de las causas criminales graves y en que 
pueda imponerse pena de muerte natural o civil, azotes, destierro y otras semejantes por quedar 
del conocimiento del que tiene la jurisdición con mero y mixto imperio, con la mitad de las penas 
pecuniarias que se impongan por los delitos”4.
Sin embargo, la medida no tuvo la repercusión que sus promotores esperarían, pese a que 
la propuesta que estuvo en su origen fue recibida incluso con tanto entusiasmo por el Consejo 
de Castilla como para recomendar que se promulgase como ley general para toda España5, en 
tanto que no amparó más que un puñado de fundaciones en todo el reino, algunos proyectos 
que se vieron frustrados por las más diversas razones y otros tan ambiciosos como alejados de 
la realidad que quedaron en papel mojado6,
Ahora bien, y por lo que aquí nos interesa, su publicación tuvo como respuesta más 
inmediata y entusiasta la de D. Rafael Descals de la Scala (1721-1787), miembro cualificado 
3 RoMEU ALFARo, S. (1972). “Los Fueros de Valencia y los Fueros de Aragón: jurisdicción alfonsina”. Anuario 
de Historia del Derecho Español, XLII, pp. 75-115. PLA ALBERoLA, P. J. (1988). “Los señoríos de jurisdicción 
civil en el derecho foral valenciano”. Studia Historica. Historia Moderna. Homenaje al Profesor Dr. D. Manuel 
Fernández Álvarez, VI, pp.351-360. GIL oLCINA, A. (1990), “Reformismo ilustrado, colonización interior y 
restablecimiento del fuero alfonsino”. Agricultura y sociedad, 56, pp. 79-112. PLA ALBERoLA, P. J. (1993a). 
“La jurisdicción alfonsina como aliciente para la recolonización del territorio”. Revista de Historia Moderna, 12, 
pp. 79-139.
4 Archivo Histórico Municipal de Alicante (AHMA): Fondo Descals, 40/012.
5 Archivo Histórico Nacional (AHN): Consejos, leg. 6.861, exp. 7.
6 Referencias a la reciente bibliografía sobre el particular en GIMéNEZ FoNT, P. (2008). “Colonización territo-
rial, razón ilustrada y particularidades valencianas en la nueva población de Benadressa (Castelló de La Plana)”. 
Cuadernos de Geografía. 83, pp. 61-79. Sobre el eco de estas propuestas en otros reinos GIMéNEZ LóPEZ, E. 
(1993). “Fuero Alfonsino y Fuero de Población de Sierra Morena en los proyectos de colonización de la Corona de 
Aragón en la segunda mitad del siglo XVIII”. Revista de Historia Moderna, 12, pp. 141-183.
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de la oligarquía tradicional de la villa de Alcoy. Un gran propietario agrícola, desligado de 
cualquier relación con las pujantes actividades manufactureras, regidor perpetuo por la clase 
de nobles desde 1763 y el que, entre ellos, podía ostentar mayor antigüedad en su condición de 
caballero; pretendía entroncar con el primer alcaide del castillo fronterizo de Almizra nombrado 
por Jaime el Conquistador, con los príncipes de Verona y mucho más allá reivindicar el origen 
de su estirpe hasta perderse en la noche de los tiempos, pero el título de caballero lo adquirió 
su tatarabuelo Constantino, síndico de la villa de Alcoy en las cortes de 1626. D. Rafael fue 
el primero en fundar un lugar y el único que repitió la experiencia, al crear en sus tierras los 
lugares nuevos de San Rafael (1773), en el término de Cocentaina (villa cabecera del condado 
del mismo nombre)7, y La Sarga (1774) en el de Jijona (ciudad de realengo)8; en ambos casos, 
los términos de los nuevos lugares arañaban algunas tierras al de la villa realenga de Alcoy.
En estas fundaciones se sigue el proceder tenido como propio en los señoríos valencianos: 
establecer casa y tierras a censo enfitéutico a los nuevos pobladores, tal como se hizo tras la 
expulsión de los moriscos. Es verdad que, de forma explícita, en la Real provisión nada se dice 
sobre cuál debía ser la dedicación económica de los residentes en los lugares que se fundasen, y 
menos el régimen de tenencia de casas y tierras, pero podemos considerar implícito el objetivo 
de repartir las grandes propiedades en explotaciones adecuadas a la unidad de trabajo familiar, 
de proporcionar el acceso estable a la tierra de los desposeídos, lograr “que se aumente el 
número de sus amados vasallos y en proporcionarles medios fáciles y seguros de subsistir ellos 
y sus hijos” y alimentar “la fuerza interior del estado”, por utilizar expresiones que podemos 
encontrar en la Advertencia preliminar del Censo de Floridablanca.
Las cartas pueblas de San Rafael y La Sarga –prácticamente idénticas entre sí– contienen 
unas disposiciones muy exigentes en el terreno de las rentas agrarias y llamativas, por anacrónicas, 
en el ámbito de unas relaciones de dependencia personal entre señor y vasallos ya absolutamente 
desdibujadas para entonces. En unas tierras de secano abancaladas para adaptarse a un relieve 
irregular se establecen lotes de tierras de 7’5 ha de media en San Rafael y de sólo 5’8 ha en 
La Sarga, con pequeñas parcelas de huerta muy apreciadas. El señor percibiría, satisfecho el 
diezmo, la tercera parte de la producción de las vides, los olivos y demás árboles frutales, otro 
tanto de la leña producto de la poda del arbolado, la mitad de las cañas y las dos séptimas partes 
de los granos; aparte de luismo, adehalas y el provecho de los monopolios señoriales. Asimismo 
se regula el nombramiento de los cargos del futuro municipio, la reserva del patronato de la 
iglesia que se construyese, algunas cuestiones procesales… Pero las disposiciones que más 
nos sorprenden, que mejor cuadran entre las que calificaríamos de anacrónicas, es ver cómo se 
estipula a fines del Siglo de las Luces que nadie pueda ausentarse del señorío durante más de 
seis meses, que el vasallo debe notificar su intención de abandonarlo “en tiempo idóneo” para 
que el señor pueda buscar otro que lo sustituya, que nadie puede pasar a residir en San Rafael 
sin licencia del señor… Son disposiciones que conculcan la legislación entonces vigente y cuya 
efectividad es más que cuestionable.
7 PLA ALBEROLA, P. J. (2011). “La carta puebla de un lugar sin nombre”. Alberri, 21, pp. 76-155.
8 PLA ALBERoLA, P. J. (1987). “Recolonización interior y expansión del régimen señorial. La carta puebla de La 
Sarga de 1774”. Estructuras y regímenes de tenencia de la tierra en España. Madrid: Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, pp. 117-128.
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La firma de la carta puebla constituye el primer paso, pero hay que construir el lugar y 
ocuparlo porque lo que en 1773 se establecen son solares de 135’5 m2, no casas. La tarea debió 
ser intensa, quizás espoleada por la amenaza de la previsible oposición del conde de Cocentaina, 
de forma que ocupó el tiempo de D. Rafael Descals en detrimento de sus otras obligaciones. 
Así, vemos que el 13 de septiembre de 1773 se le acepta su renuncia a una administración 
municipal en Alcoy “por no permitírselo sus notorias ocupaciones”; a la hora de justificar su 
ausencia a una reunión del consistorio, a veces se alega que es “por hallarse fuera de esta villa”, 
de forma más concreta que está “ausente en Penella”, y a mediados de noviembre de 1773 se 
especifica “que se hallava ocupadísimo en la siembra y otros negocios de sus heredades macías, 
partida de Penella, término de Consentayna, de donde no sabían si se restituhiría a la villa en la 
noche de este día”9.
No será la única ocasión, aunque es verdad que también podía ser un buen pretexto para 
justificar oportunas ausencias en un ayuntamiento caracterizado por ellas y por el poco interés 
que se tenía por ocupar las regidurías10. Pero, al cabo, será el 29 de enero de 1774 cuando un 
notario dé “fee y verdadero testimonio” de que ya hay quince casas habitadas en el nuevo 
lugar11, lo cual permite a D. Rafael Descals solicitar a la Real Audiencia el reconocimiento de 
la posesión de la jurisdicción alfonsina conforme a lo dispuesto por la Real provisión de 16 de 
mayo de 1772. Lo hacen, en nombre del señor in pectore, un abogado que tanta proyección 
tendrá con posterioridad como es D. Vicente Branchat12 y Raymundo Sánchez:
“que mi parte ha fundado un nuevo lugar, denominado San Rafael, con quince casas e iguales 
vecinos que las havitan, y otorgado con éstos las correspondientes escrituras de nueva encartación, 
capítulos y establecimientos de tierras, que les ha concedido y repartido, proprias suyas que posehía 
en los términos generales de la villa de Alcoy y en la de Consentayna, en su partida de Penelbas (sic), 
junto a la casa heredad propria de mi parte.
En estos términos parece que a mi principal le perteneze el goze de la jurisdicción alfonsina 
concedida por los fueros a todos los que tubieren quinze casas pobladas de cristianos, confirmados 
nuevamente por Real provisión de S.M. Y respeto a que por el testimonio que presento y juro, número 
9 Archivo Municipal de Alcoy (AMA): Cabildos, 1772-1776, sig. 54, p. 229.
10 IRLES VICENTE, Mª del C. (2007). “El ayuntamiento de Alcoy en el siglo XVIII: la renuncia como práctica 
generalizada”. Baetica. Estudios de Arte, Geografía e Historia, 29, pp. 303-319. De la misma autora (2009). “De 
jurados a regidores. Los cambios en la administración municipal valenciana tras la Nueva Planta”. En Franch Be-
navent, R. (ed.). La sociedad valenciana tras la abolición de los Fueros. Valencia: Institució Alfons el Magnànim, 
esp. pp. 116-121.
11 AHMA: Fondo Descals, 38/026.
12 Abogado desde 1759, era por entonces representante de Alcoy en Valencia y hasta que, en las sucesivas votacio-
nes para los cargos anuales de 1774 y 1775, se nombró, por mayoría, al Dr, D. Josep Mª Alemany. Fueron reunio-
nes tormentosas a las que no asistió D. Rafael Descals. Después fue asesor del Real Patrimonio, Generalidades y 
Amortización en el reino de Valencia desde 1775, por nombramiento del intendente Sebastián Gomez de la Torre, 
y oidor de la Audiencia de Valencia desde 1787, por fallecimiento de Felipe Musoles, hasta su muerte en 1791. En 
1777 se le encargó la colección de los fueros, actos de corte, privilegios, órdenes reales y demás documentación 
que pudiese contribuir a aclarar los derechos del real patrimonio y la jurisdicción del intendente. Tarea que se 
reflejó en dos publicaciones que siguen siendo obras de referencia: Tratado de los derechos y regalías que corres-
ponden al Real Patrimonio en el Reyno de Valencia y de la Jurisdicción del Intendente como subrogado en lugar 
del antiguo Bayle General, Valencia, Imp. J. i T. d’orga, 1784-86, 3 vols.; Colección de Reales Cédulas, Ordenes 
y Providencias dadas para el Gobierno del Real Patrimonio del Reyno de Valencia, Valencia: Imprenta de Benito 
Monfort, 1806, 345 pp (de ambas obras hay ed. facsímil, Valencia: Presidència de la Generalitat Valenciana, 1990). 
Agradezco esta valiosa información a la D.rª D.ª Mª del Carmen Irles Vicente.
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segundo, consta justificada la narrativa de mi ynstancia y quedar cumplidas las circunstancias que 
previene el fuero para el usso de la jurisdicción alfonsina.
A V.E. pido y supplico por presentados dichos documentos se sirva mandar librar la Real 
provisión correspondiente para que mi principal pueda exerzer la jurisdicción alfonsina, por medio 
de los alcaldes y oficiales que nombrare, con arreglo a la disposición del fuero y con las calidades 
y circunstancias prevenidas en el mismo, acordando las providencias convenientes para que no se 
le impida ni embaraze a mi parte el usso de la jurisdicción ni se le perturbe en ella, con los demás 
pronunciamientos que parecieran conformes”13.
Siguiendo su curso el procedimiento, el secretario del Real Acuerdo notifica la solicitud 
cursada en nombre de D. Rafael Descals a los potencialmente interesados para que informen 
sobre tal pretensión en el breve plazo de tres días. No nos ha llegado testimonio de una 
primera reacción más que en el caso de la villa de Cocentaina, que la verdad sea dicha parece 
desentenderse un tanto de la cuestión, puesto que en ayuntamiento de 21 de abril de 1774 se 
acuerda remitir el escrito al “mayordomo que tiene su excelencia en este estado para los fines 
que a su principal le combengan”, al considerar que el conde es el principal afectado “respetto 
de que la juredicción de dicha partida [de Penella] lo es del excelentísimo señor duque, conde 
de esta misma villa, como dueño de su varonía de Penella”; aunque también se dice que deben 
actuar “ynformando al mismo tiempo la villa al Real Acuerdo lo que en sus particulares estime 
y se le ofresca”14, informe del que no nos ha llegado ninguna otra noticia.
La primera declaración del supremo tribunal del reino es favorable a las pretensiones de 
D. Rafael y, poco después, surgidas algunas dudas sobre el alcance de la jurisdicción alfonsina 
y el territorio al que se extiende, de nuevo debe pronunciarse el Real Acuerdo el 2 de octubre 
de 1775 en términos igualmente favorables al reciente señor:
“Dixeron no a lugar a lo pretendido por el duque de Santiestevan, conde de Cosentaina, en su 
escrito de fojas ducientas veite y ocho, quien en uso del decreto de veite y siete de abril de este año 
promueva su instancia como mejor le convenga en sala de justicia. I se declara que la jurisdicción 
alfonsina es de don Rafael de Scals en su nuevo lugar de San Rafael, se extienda indistintamente a las 
causas civiles entre los nuevos pobladores, siendo éstos reos, y que en lo criminal es limitada a sólo 
dichos vasallos y súbditos delinquiendo dentro del término i no fuera de él, axsepción (sic) de los 
crímenes y penas que expresamente reserva el fuero al señor jurisdiccional que tiene el mero ynperio. 
Entendiéndose por teritorio de la alfonsina las tierras propias de dicho de Scals que, sin intermisión 
de otra, rodean dicha población de San Rafael i le sirven de término, sin embargo de que algunas de 
ellas se encuentran sensidas al conde de Consentaina. Sin perjuicio todo de las providencias que se 
tomaren en justicia”15.
Es, como hemos visto, la definición habitual que podemos encontrar en estos momentos, 
con matices en los que no podemos entrar, para referirse a la jurisdicción alfonsina, y en la 
práctica dejaba muchos cabos sueltos aunque no dieran lugar a los interminables pleitos que se 
suscitaron en la época foral. La delimitación del término es el aspecto que resulta más difícil 
de concretar, pues sería un polígono irregular caprichoso y poco operativo; además, el nuevo 
13 AMC: Cartas y órdenes, 1774, sig, R. 612, ffº 36 rº-37 rº.
14 AMC: Actes capitulars, 1772-1776, sig. R. 32, año 1774, fº 20 rº-22 rº.
15 Copia simple en AHMA: Fondo Descals, 38/030.
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término se superponía sobre los anteriores que seguían vigentes en cuanto al ejercicio de la 
suprema jurisdicción criminal. No nos debe extrañar que, todavía a principios del siglo XIX, se 
esté planteando la conveniencia de amojonarlo y discutiendo sobre cuáles eran las competencias 
jurisdiccionales que tenía el conde de Cocentaina en el Lugar Nuevo de San Rafael como señor 
que era de la antigua baronía de Penella16.
D. Rafael Descals ya podía titularse señor de vasallos con toda justicia. Desconozco si 
en San Rafael se llegó a erigir la picota como símbolo que era de la posesión de la jurisdicción 
alfonsina –levantar horcas quedaba reservado a los barones–, pero sí que nos han llegado 
noticias de que pronto se construyó o habilitó una cárcel (operativa ya a mediados de 1776), 
uno de cuyos primeros inquilinos, significativamente, fue el alcalde pedáneo de la baronía de 
Penella nombrado por el conde de Cocentaina: Joaquín Moltó. Por otro lado, constituido el 
municipio, se nombran los pertinentes cargos locales y será el alcalde ordinario quien ejerza la 
jurisdicción alfonsina en nombre del señor, pues no consta que éste designase un representante 
suyo que lo hiciese –la proximidad y la escasa entidad del señorío lo haría innecesario–, pese 
a que la figura del procurador señorial esté contemplada en la carta puebla; bien es verdad que 
le queda al señor la posibilidad de avocarse cualquier causa y en cualquier instancia que se 
encontrase como un teórico elemento de control que poco sentido tendría estando tan cerca el 
corregidor de Alcoy. San Rafael inicia su corta vida como municipio independiente hasta que 
en 1845, al no reunir los treinta vecinos exigidos por la ley, queda reducido a la condición de 
aldea de Cocentaina, tal y como hoy lo sigue siendo.
Ahora bien, la fundación del nuevo lugar debió pronto afrontar dificultades de distinta 
índole y tanto D. Rafael como los pobladores eran perfectamente conscientes de algunas de 
ellas; de hecho, ya en la carta puebla se prevén problemas sobre los pastos y, al poco de firmada, 
parte de los “nuevos pobladores del lugar nuevo establicido por don Rafael de Scals” otorgan 
poder “para todos nuestros pleytos civiles y criminales, movidos y por mover”17, mientras 
el candidato a señor pide traslados de escrituras que avalen sus derechos y las registra en la 
Contaduría de Hipotecas. No consta oposición por la villa de Alcoy –tampoco su explícita 
aquiescencia–18, aunque podían surgir roces por la delimitación de términos, equivalente, pastos 
y la jurisdicción del alcalde pedáneo que nombraba en la partida de Penella; ni de la Audiencia 
o el corregidor, por lo demás presente a la firma de la carta puebla y en la visura que certificó 
la población del lugar; pero la oposición fue decidida desde un primer momento por los más 
directamente afectados: la villa y, muy especialmente, el conde de Cocentaina.
Los motivos del enfrentamiento cubren un amplio abanico de cuestiones: delimitación 
de términos, acceso a los pastos comunes, pago del equivalente, jurisdicción del alcalde mayor 
del condado de Cocentaina y del alcalde pedáneo de la baronía de Penella… La oposición 
16 AHMA: Fondo Descals, 40/012.
17 AMA: Protocolos de Juan Antonio Disdier de Villagrasa, 1773, sig. 1.095, ffº 175rº-176rº.
18 quizás se trate sólo de una omisión documental sin mayor significado, pues no encuentro explicación alternativa, 
dado que cuando en agosto de 1777 se presenta ante el consistorio alcoyano la solicitud de la jurisdicción alfonsina 
en La Sarga, instada por el mismo D. Rafael Descals ante la Real Audiencia, se aceptó sin ninguna objeción: “y 
enterada la villa de quanto contiene dicha Real provisión dixo que, por su parte, no se le ofrecía cosa alguna ni re-
paro que exponer en razón de la pretención de dicho don Raphael”. Cuando un año después se presenta la sentencia 
favorable, “acordó este ayuntamiento su puntual y exacto cumplimiento en todas sus partes y al mismo fin que se 
traslade dicha Real provisión en este libro capitular” (AMA: Cabildos, 1777-1780, sig. 55, pp. 98 y 247-252). El 
ayuntamiento de Alcoy no tenía por qué mantener una actitud diferente ante la fundación de San Rafael.
503Primitivo J. Pla Alberola
Señorío y repoblación a fines del siglo XVIII. Dificultades tras la fundación del Lugar Nuevo de San Rafael (1773)
del conde le lleva a pedir la anulación de todas las actuaciones y la confiscación de los bienes 
establecidos, pretendiendo que D. Rafael Descals había usurpado sus tierras y jurisdicción. Son 
cuestiones que van encontrando solución o, enquistadas, acaban relegadas a un olvido del que 
vuelven de forma esporádica, de forma que todavía en 1805 –a poco de la disolución de los 
señoríos– vemos suscitarse, ante la resistencia del alcalde de San Rafael, el tema de cuáles son 
las competencias propias del titular de la jurisdicción alfonsina para determinar de cuáles debe 
tomar posesión el procurador del nuevo conde de Cocentaina19.
Pero en estas páginas quiero ocuparme de las diferencias que surgen en la relación entre 
el flamante nuevo señor y sus vasallos porque evidencian algunas de las contradicciones que 
semejante actuación encerraba. En el orden interno la constitución del lugar había sido rápida 
desde la nada o casi, pues las tierras estaban en cultivo y se contaba, al menos, con una masía 
de los Descals (conocida hasta entonces como les Cases de Penella y que acabará siendo la 
casa de la señoría) con sus eras y almazara: se construyen las viviendas de los pobladores, el 
más que modesto templo (la campana está fechada en el mismo 1773) y las instituciones locales 
inician una andadura que ha dejado pocos rastros. Había problemas con los cuales se contaba 
por adelantado, el más importante de los cuales –y que podía deteriorar la relación del señor con 
alguno de sus censatarios– era que D. Rafael Descals no tenía la plena propiedad sobre todas las 
tierras destinadas a ser parte de las del señorío, pues sólo era el censatario que debía reconocer 
el dominio mayor de otros señores directos, especialmente del conde de Cocentaina.
Es una cuestión compleja para la que se buscan soluciones alternativas que podríamos 
calificar de imaginativas. La pretensión por el conde de confiscar todas las tierras establecidas 
en 1773, al entender que le pertenecerían como señor de la baronía de Penella, acabó por 
diluirse; pero había unas 20 ha adquiridas por los Descals en 1603 que estaban censidas al 
conde, y así lo habían reconocido en los sucesivos cabreves realizados después, hasta el más 
reciente de 1750, último de los realizados en el condado de Cocentaina. No había duda más 
allá de la de su exacta delimitación, y era seguro que afectaban a las masías de Formiñán (o 
de Mosén Privado) y Fontanelles. Por ello, no podían establecerse –o, hablando con mayor 
propiedad, subestablecerse– sin la preceptiva licencia de su señor directo, y D. Rafael Descals 
sabía perfectamente que no le iba a dar la licencia el conde de Cocentaina. No quedaba otra 
posibilidad que la de pactar con los interesados en las tierras de las citadas masías fórmulas 
atípicas de arrendamiento por tiempo indefinido, que se convertiría en establecimientos a censo 
enfitéutico en el caso de las tierras que se demostrase ser francas y de plena propiedad de D. 
Rafael Descals –quedando sujetas a las particiones contempladas en la carta puebla del lugar–, 
mientras que las deslindadas como censidas se cederían en un arrendamiento perpetuo cuya 
renta equivaldría al censo que se debía pagar al conde de Cocentaina. La parte contraria califica 
tales arrendamientos de enajenaciones fraudulentas20.
Ahora bien, se plantearon pronto otros problemas que apenas podemos más que suponer, 
y a partir de noticias que cobran todo su significado a la luz de los posteriores desarrollos. Así, 
sabemos que Vicente y Andrés Ahuir dieron con sus huesos en la cárcel del lugar “por los 
19 AHMA: Fondo Descals, 40/012.
20 La documentación es relativamente abundante, aunque su interpretación no siempre sea fácil. Básicamente, 
AMA: Protocolos de Juan Antonio Disdier de Villagrasa, 1776-1778, sig. 1.098, año 1776, ffº 74vº-77vº. AMA: 
Protocolos de Francisco Pérez, 1785-1788, sig. 1.121, año 1786, ffº 5rº-6rº. AHMA: Fondo Descals.38/028, 031 
y 038.
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palos y heridas” que infligieron a Vicente Brotons. Una trifulca que adquiere especial interés 
cuando sabemos que el agredido era el arrendatario de los derechos dominicales y la agresión 
se produjo “en la hera de trillar de la señoría, en la tarde del día veinte y nueve de julio del 
pasado año” de 1776. Es un suceso del que no tenemos más noticia que la que se encuentra en 
la escritura de fianza de cárcel que firma Francisco Ahuir, hijo y hermano respectivamente de 
los encausados, el 22 de enero de 177721.
No he localizado el proceso y es imposible deducir si se dieron otros enfrentamientos, y 
más seguirlos si no llegaron a producir daños personales, pero llama la atención el que se diesen 
ya tan pronto, antes de que ni se cumpliesen los tres años de la firma de la carta puebla. Aunque 
sea aventurado poner en relación los hechos, no deja de ser interesante anotar que, apenas dos 
meses después de la excarcelación bajo fianza se sus agresores, Vicente Brotons renuncie al 
arrendamiento de las rentas dominicales de San Rafael faltando aún dos años de contrato, sin 
que la escritura aclare los motivos de la rescisión ni conste un arrendamiento posterior; también, 
que Andrés Ahuir venda su casa y tierras –con la preceptiva loación del señor directo– por 370 
libras (50 de las cuales se retiene el comprador para cubrir las deudas a la señoría) a Joaquín 
Falcó, de Confrides, el 7 de agosto de 177722.
¿Había ya tensiones sobre la percepción de algunos derechos? Es una hipótesis que no 
contemplaríamos cuando apenas habían transcurrido unos pocos años de la firma de la carta 
puebla. Sin embargo, pese a que se tuviese todo el cuidado del mundo, pese a que la extensión 
de la carta puebla (con sus 52 capítulos es una de las más prolijas de la Valencia moderna) 
haga pensar que D. Rafael Descals habría ajustado todos los extremos con el fin de evitar 
las fisuras que abriesen la vía a incumplimientos y litigios, era imposible preveer todas las 
posibilidades que se pudiesen plantear en un futuro, y los vasallos podían intentar sortear las 
exigencias señoriales, bien aprovechando las omisiones de las cartas pueblas bien forzando 
la interpretación de alguna de sus cláusulas; de esas y otras muchas prácticas que los señores 
entendían lesivas para sus intereses –y con razón– tenían los campesinos de señorío valencianos 
una larga experiencia23, aprovechándose de su estabilidad en el acceso a la tierra y el amparo 
de los tribunales del rey, convertidos desde la segunda mitad del siglo XVI en los garantes 
últimos de la justicia en el reino a despecho de anteriores compartimientos estancos de los que 
no se podía salir, como eran las jurisdicciones de los señores y la del señor directo sobre la cosa 
censida24.
Así, vemos que apenas unos años después de firmada la carta puebla se consulta a un 
jurista del prestigio de Vicente Branchat –en esos momentos asesor del Real Patrimonio y a 
quien, como hemos visto, D. Rafael Descals conocía personalmente desde hacía tiempo– sobre 
cómo proceder en algunos problemas que se planteaban en el nuevo lugar, y la respuesta está 
21 AMA: Protocolos de Juan Antonio Disdier de Villagrasa, 1776-1778, sig. 1.098, año 1777, ffº 8vº-9vº.
22 Ibíd., respectivamente ffº 33vº-34vº y 66vº-68vº.
23 Un breve análisis de los pleitos durante el Setecientos en CHIqUILLo PéREZ, J. A. (1978). “Aproximación al 
estudio del régimen señorial valenciano en el siglo XVIII”. Estudis, 7, pp. 241-259.
24 PLA ALBERoLA, P. J. (1993b). “Causas reservadas a la justicia regia e inmunidad de las baronías: las ‘causas 
consistoriales’”. En Sarasa Sánchez, E., y Serrano Martín, E. (eds.). Señorío y feudalismo en la Península Ibérica 
(ss. XII-XIX). Zaragoza: Institución “Fernando el Católico, vol. II, pp. 475-509. PLA ALBERoLA, P. J. (1998). 
“El desmantelamiento del poder político de los señores valencianos en los siglos XVI y XVII”. En Martínez Ruiz, 
E., y Pi Corrales, M. de P. (dirs.) España y Suecia en la época del barroco (1600-1660). Madrid: Comunidad Au-
tónoma de Madrid, pp. 73-99.
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firmada el 25 de septiembre de 1777, quizás tras reproducirse discusiones como las que habían 
originado los altercados del verano anterior25. Se le pregunta si sería oportuno eliminar los 
antiguos mojones entre Alcoy y Cocentaina y que habían quedado dentro del nuevo término de 
San Rafael, si era factible modificar el trayecto de un viejo camino “muy freqüentado” para que 
pasase por el lugar… En lo que ahora nos interesa, las relaciones entre señor y vasallos, eran 
dos las cuestiones sobre las que se habían suscitado diferencias:
–En la carta puebla26 se contempla la partición al tercio de los cultivos arbóreos, se 
citan específicamente olivos, moreras e higueras, los más importantes, y se hace una referencia 
general a “todos los demás árboles frutales” (cap. 34); en el caso de los cultivos de suelo se alude 
a “granos y legumbres” pero se olvida incluir una referencia de carácter general similar. No se 
citan de forma expresa “el cáñamo, lino, hortalizas y alfalfes”; la tierra de huerta, aunque poca, 
era la más rentable y especialmente adecuada para esos cultivos, obviamente su rentabilidad 
se veía notablemente incrementada si los productos que en ella se obtenían escapaban a la 
detracción señorial; y si en la carta puebla no se decía que el cáñamo y los demás cultivos 
citados estaban sujetos a partición… se entendía que estaban exentos de pagar al señor y, en la 
práctica, la huerta quedaba como tierra franca de todo censo.
–También en la carta puebla (cap. 33) se estipula que la tercera parte de los higos, ya 
secos, sería para el señor, mientras “de los tiernos podrán comer ellos [los nuevos pobladores] 
y sus familias”. Podemos inferir –si se quiere expresándolo en términos jocosos– que se plantea 
una interesante cuestión antropológica: ¿eran los cerdos miembros de la familia? Actuando 
como si lo fueran, “sucede que dichos nuevos pobladores mantienen en sus casas cerdos y 
emplean en ellos todos los higos tiernos, con lo que se verifica el no secarse ningún higo y, 
por consiguiente, no venir el caso de la partición”, lo que se considera “asunto de bastante 
entidad”.
¿qué hacer en ambos casos?, ¿obligar a pechar por lo que no está citado de forma explícita 
o prohibir su cultivo? Branchat decide no pronunciarse hasta poder examinar la carta puebla, 
y desconozco si tuvo ocasión de hacerlo. Pero ambas consultas evidencian cuán pronto podían 
suscitarse problemas de la más variada índole en la interpretación de las cartas pueblas.
Acudir a los tribunales del rey para resolver las discrepancias que pudiesen haber surgido 
sobre la interpretación de algunos aspectos de la carta puebla era una solución desproporcionada 
e irreal, y ambas partes eran perfectamente conscientes de ello. Conocían numerosos ejemplos 
de pleitos entre poderosos señores y sus no menos poderosas comunidades de vasallos que, 
al cabo de muchos años, lo que más claramente habían conseguido era arruinar a las partes; 
algunos eran tan cercanos en el espacio y el tiempo como los que estaban enfrentando a los 
censatarios del condado de Cocentaina con su entonces señor desde 1755 –al poco de iniciado 
el único cabreve que se intentó en el siglo XVIII– por la partición de las aceitunas en los olivos 
de nueva plantación, entre otras cuestiones.
Pena de verse envueltos en una situación similar no quedaba otra vía que la concordia, 
sin que me conste que se incoasen las diferencias ante los tribunales del rey; acudir al del 
25 AHMA: Fondo Descals, 38/030.
26 Transcrita en PLA ALBEROLA, P. J. (2011). Op. cit., pp. 141-151.
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señorío no creo que llegasen ni a planteárselo. Desconozco los preliminares de la negociación 
y los argumentos de las partes que apenas podemos barruntar, pero la concordia llegó y fue 
formalizada ante notario el 16 de junio de 178227, haciendo que la plena vigencia de la carta 
puebla no alcanzase siquiera la década.
Como en la carta puebla, y supongo que por la misma razón, por un lado firman D. 
Rafael y D. José Descals, padre e hijo; por la otra, trece “vecinos” de San Rafael, a los que hay 
que añadir otros tres (incluyendo unos herederos y una viuda) que “no han podido concurrir 
por ciertos accidentes” y que se adherirían a la concordia siete meses después28. Es decir, San 
Rafael sigue contando con ese mínimo de quince casas pobladas que se requerían para obtener 
el ejercicio de la jurisdicción alfonsina, aunque debamos hablar de una fuerte movilidad en un 
lugar de tan corto vecindario y en tan breve lapso de tiempo: cinco de los dieciséis firmantes de 
la carta puebla no figuran nueve años después y otros tantos ocupan su lugar en 1782.
Estudiada de forma aislada, la concordia es prácticamente ininteligible, pues en la mayor 
parte de sus capítulos se limita a declarar vigentes o derogados, con los oportunos matices en su 
caso, los de la carta puebla que puntualmente enumera, pero sin mencionar nunca su contenido. 
Por ello, debemos tener siempre a la vista el texto de la carta puebla para saber de qué se está 
hablando. Será sólo en los últimos seis capítulos de la parte dispositiva donde se encuentra la 
regulación de las novedades más importantes y una redacción más desarrollada y explícita de 
los acuerdos alcanzados.
En una primera aproximación, podríamos concluir que esta concordia supone la 
confirmación de la mayor parte de la carta puebla de 1773, pues sólo la cuarta parte de sus 
capítulos se verían derogados. Se empieza por confirmar, en bloque y sin modificación alguna, 
los dieciocho primeros capítulos que regulan el pago de los diezmos, el patronato de la iglesia, 
el ejercicio de la jurisdicción, la obligación de residir en el lugar y los cargos locales, entre 
otras cuestiones. En posteriores capítulos se confirman asimismo las regalías –aunque con la 
significativa licencia para construir un horno a favor del común–, la concesión de los pastos 
a los vasallos, los derechos sobre las aguas y no podía faltar el recuerdo de que los vasallos 
“guarden fidelidad y homenage al dueño de él”.
El número de capítulos derogados, con ser menor, cubre el apartado más significativo de 
las relaciones económicas entre señor y vasallos, de forma que queda desmantelado el sistema 
vigente hasta entonces. Se eliminan algunos derechos que podemos considerar menos relevantes, 
como el 10 % de “la obra de tierra” (cap. 4) o la mitad de los “panes de hueso” de la aceituna 
a pagar en la almazara (cap. 7), pero si lo que caracterizaba a la carta puebla de 1773 eran unas 
rentas que suponían una parte alícuota de las cosechas, en virtud de la concordia de 1782 las 
particiones desaparecen totalmente de San Rafael, con una excepción que no dejaba de tener su 
interés: el señor seguiría percibiendo la tercera parte del tronco de los olivos arrancados, nada 
de la leña de otras procedencias.
Desaparecidas las particiones, con ellas también se derogan algunas medidas que tenían 
su razón de ser en evitar los fraudes –como la de no vender aceitunas sin licencia (cap. 8)–, 
aunque se mantiene la obligación de trillar en las eras (cap. 11) –quizás en relación con la 
prohibición de sacar paja del término– y la de llevar las aceitunas a la almazara señorial para 
su transformación en aceite (cap. 7). queda asimismo vigente, aunque parezca un sinsentido 
27 AMA: Protocolos de Francisco Pérez, 1781-1784, sig. 1.120, año 1782, ffº 10vº-20rº.
28 Ibíd., año 1783, ffº 7vº-9rº.
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puesto que el señor ya no está interesado directamente en la producción agrícola, la obligación 
de cultivar las tierras a uso y costumbre de buen labrador.
La nueva situación la encontramos regulada en el capítulo 15 de la concordia:
“que en lugar de los pechos, cenzos, partición de frutos y demás que los pobladores estavan 
obligados a pagar al señor territorial en fuerza de los capítulos de la escritura de nueva población, 
que por esta concordia se invalidan y derogan, subrrogan la obligación de haverle de contribuir 
anualmente con seiscientas y cincuenta libras de moneda de este reyno en dos pagas iguales, la una 
diez y ocho días antes de la Natividad del Señor, y la otra quinze días antes del día de san Juan de 
junio. Debiendo empezar haciendo la primera paga diez y ocho días antes de la Natividad del Señor 
de este presente y corriente año, sin rebaja por motivo de pérdida por robo, fuego, agua, guerra, 
piedra, langosta, nublado o por cualquier caso fortuito, pensado o no pensado, sea el que fuere. Cuia 
contribución por menor, con individual expresión de las piezas de tierra de cada uno y pecho o cenzo 
en dinero con que ha de estar afecta al señor se notan aquí; bien entendido que quedan a su favor 
y corrientes todos los demás derechos con que los pobladores deben contribuirle en virtud de los 
capítulos, cuia observancia se ratifica ahora nuevamente”.
Es un capítulo muy extenso, no por el texto citado que se expresa en términos generales 
sino porque, estipulándose un censo fijo en dinero, a continuación se pasa a enumerar, 
censatario por censatario y parcela por parcela, el pecho que a cada una de ellas corresponderá 
a partir de entonces. Tenemos así una descripción de las explotaciones que no ofrecían los 
establecimientos inmediatos a la firma de la carta puebla, que se limitaban a indicar la extensión 
total en jornales (0’499 ha) de la tierra censida a cada nuevo poblador. Ahora, en la concordia, 
de forma individualizada, se precisa la extensión en hanegadas (0’083 ha) y los lindes de cada 
parcela, la calidad de la tierra (huerta, herreñal, secano…) y los cultivos; de las casas nada se 
dice más que sigue vigente el “cenzo enfitéutico de una gallina anualmente” fijado en la carta 
puebla. Son los elementos que suponemos se tienen en cuenta a la hora de fijar la cantidad que 
por cada una de ellas se tributará a partir de entonces, pero no se contempla el que se modificase 
esa cuota en caso de variar, con el tiempo, las características de las parcelas ni la posibilidad de 
roturar nuevas tierras.
De este atípico cabreve conviene retener algunas informaciones. En relación con las 
prácticas que forzaron la concordia, decir que la huerta es poca pero su valor mucho: apenas 
una docena de parcelas que suponían poco más del 3 % de las tierras, pero una hanegada de 
huerta podía estar gravada con un pecho que multiplicaba hasta por más de veinte el de una 
tierra campa de secano. Cada uno de los dieciséis censatarios pecha, de media, algo más de 
813 sueldos y las explotaciones, definidas por este indicador, son bastante homogéneas: siete 
tributan entre 800 y 849 sueldos y sólo una destaca sobre la media hasta casi duplicarla.
Pero volvamos al comentario de las rentas destacando cómo se produce un cambio 
fundamental: de un canon en especie variable, proporcional al total de la cosecha y pagadero 
tras la recolección de cada uno de los frutos, a uno fijo en dinero a pagar en dos iguales cuotas 
en fechas señaladas. Definirse sobre si el cambio supone o no un aumento de la presión es 
muy difícil. Tenemos el que las rentas del señorío aún no nato se arrendaron en 1773 por seis 
años y 800 libras anuales29, pero el arrendamiento comprendía también dos masías (las ya 
conocidas Formiñá y Fontanelles) y otros derechos cuyo impacto es imposible de individualizar 
29 AMA: Protocolos de Juan Antonio Disdier de Villagrasa, 1773, sig. 1.095, ffº 279rº-282rº.
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y que no están comprendidos en la concordia, como tampoco las gallinas que debían pagarse 
en Navidad.
Podemos especular con mayor o menor fundamento sobre las razones que llevaron a 
la concordia, pero no cabe la menor duda de que en modo alguno favorecía a los intereses del 
señor. Los señores valencianos habían aprendido hacía siglos que las rentas fijas en dinero 
se veían irremediablemente erosionadas por la depreciación monetaria. Así, salvo contadas 
excepciones, tras la expulsión de los moriscos se generalizan las rentas en especie, habitualmente 
proporcionales al total de la cosecha.
D. Rafael Descals reproduce ese esquema en 1773. De todas formas, el tiempo ha 
pasado y él no es un señor, aunque pretenda serlo. él es un gran propietario que explotaría sus 
fincas mediante aparceros –lo habitual entonces en Alcoy y tierras aledañas–30 que pagarían la 
tercera parte de la cosecha de los cultivos de suelo y la mitad de las vides y el arbolado. Las 
percepciones pactadas en la carta puebla nos pueden parecer muy gravosas, pero debemos 
entender que estaban en la línea de las vigentes en esas tierras con anterioridad. Ahora bien, 
cuando nadie recomendaría esa opción, sino el arrendamiento31, D. Rafael Descals establece 
las tierras a censo enfitéutico y, con ello, pierde su control. No olvidemos que incluso Antonio 
José Cavanilles –crítico acérrimo de las particiones señoriales– no tuvo más remedio que 
reconocer:
“No hay hombre tan generoso que dé hoy en día a un pobre labrador su hacienda en las huertas 
del reyno, reservándose para siempre la tercera parte de los frutos; ni aún en el secano y montes 
cultivados se hallará quien haga igual partido”32.
D. Rafael Descals lo hizo, fue el precio que pagó por satisfacer su prurito de poder 
ser considerado señor de vasallos, tal y como ya había pretendido años atrás sin ningún éxito 
en La Sarga33, lo que no obstó para que se titulase pomposamente “señor directo del antiguo 
lugar de La Sarga” (81 ha de tierras de secano, un par de casas de labor y unas cuantas paredes 
arruinadas). Pero, pese a esa “generosidad”, no recibió el aplauso del ilustrado botánico, 
quien prefirió ignorar esos desvelos poblacionistas que habían supuesto la creación de nuevos 
señoríos: en su meticulosa descripción del reino, del Lugar Nuevo de La Sarga apenas da noticia 
de su existencia, el Lugar Nuevo de San Rafael y su reciente fundación no merecen sino el 
silencio34.
30 Los aparceros (“medieros”) aparecen por doquier en la documentación de la época, pero el hecho de que los 
acuerdos rara vez se escrituren ante notario nos puede llevar a minusvalorar la importancia de esa práctica. De 
forma indirecta, podemos deducirla de una relación de quienes estaban autorizados a llevar armas en 1776: las dos 
terceras partes de los residentes en el extenso término de Alcoy vienen citados como “mediero del Mas del Retor”, 
“medieros de la Masía de Moltó”... (AMA: Cabildos, 1772-1776, sig. 54, pp. 615-626).
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Señorío y repoblación a fines del siglo XVIII. Dificultades tras la fundación del Lugar Nuevo de San Rafael (1773)
Con la concordia, vuelve a tomar una decisión contraria a sus intereses económicos; 
quizás no le quedase otra alternativa. optar por una renta fija en dinero en momentos de fuerte 
inflación era exponerse a un rápido empobrecimiento relativo. No quiero extenderme en 
farragosas consideraciones, sólo traer a colación un dato que puede ser expresivo: a precios 
medios del trigo en Valencia, D. Rafael Descals habría podido comprar con la renta pactada el 
año de la firma de la concordia 722 barchillas; el último año de la serie (1804-1805), un año de 
precios altos, no le hubiesen dado a sus herederos más que 28035.
Viendo la experiencia de D. Rafael Descals, comprendemos mejor que la Real provisión 
de 16 de mayo de 1772 tuviese tan poco éxito. A fines del siglo XVIII la pasión por ser señor de 
vasallos no tenía tantos candidatos con capacidad y voluntad de asumir esos costes.
[índiCe]
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